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ace más de cien años que un secretario de Estado de Estados 
Unidos recién asumido no iniciaba una gira por América La- 
tina como lo acaba de hace el exsenador Marco Rubio. El he- 

cho es inédito, pero el contexto también: un Presidente que 
ha escalado sus pretensiones respecto a lo que espera del con- 

tinente y su relación con Estados Unidos, superando a ratos, en retórica 
e inflexión, a sus propios voceros. 

Y ahí está el primer desafío del nuevo secretario de Estado: dejar en cla- 
ro que la agenda que se conversa y empeña representa los anhelos de toda 
una administración, sin correcciones de guion o puntos de “diplomacia 
de Twitter” que lo desmientan o contradigan en tono y acuerdos. 

Partimos por Panamá y la polémica en torno a su canal, cuestión que 
se tomó la agenda, siendo quizás el punto más controvertido a aclarar al 
Presidente Trump que China no tiene una injerencia en la administra- 
ción de la vía interoceánica, considerando la presencia de capitales de 

ese país en puertos de salida del canal, además de otras inversiones aso- 
ciadas a proyectos de infraestructura pública en el país del istmo, como 
ocurre con otras naciones de vocación logística y portuaria. 

Así las cosas, la discusión se instaló un paso más allá del argumento 
de la intangibilidad delos Tratados Torrijos Carter y se extendió a los al- 

cances técnicos y comerciales, donde el emplazamiento ha sido la inci- 
dencia china en el canal y, en definitiva, qué significa tener injerencia, 
presencia o control en esas aguas y si aquello representa un riesgo para 
la neutralidad del canal y sus usuarios. 

¿Cuál debiera ser una posible salida para esta controversia? Pues cla- 
ramente la diplomacia, construyendo un razonamiento que vaya más allá 
de la cuestión soberana, asunto que, por obvio, no puede ser parte de la 
ecuación, ya que admitir aquello sería poner sobre la mesa un elemen- 

to indiscutible: la soberanía panameña en el canal y zonas adyacentes. 
En conclusión, el camino más bien se despeja al construir argumen- 

tos a partir de la experiencia latinoamericana de los usuarios, en una ló- 
gica de autonomía estratégica respecto a las grandes potencias, siendo 

indispensable considerar el impacto de usuarios como Chile y otros paí- 
ses latinoamericanos en el valor de la ruta y en el efecto que las preten- 
siones de control podrían tener para el equilibrio y la neutralidad del co- 
mercio marítimo internacional, alejando la polémica del centro de la dis- 
puta geopolítica y soberana, como hemos dicho, y radicándola en el valor 

del canal para el comercio internacional y la certeza de sus rutas. 
Cuando soplan vientos de personalismo y voluntarismo en tantos la- 

dos, es indispensable volver al argumento colectivo y a la causa regio- 

nal, fijando ciertos bordes para una discusión que distinga las relacio- 
nes diplomáticas de la presencia comercial, acudiendo a la diplomacia, 
el multilateralismo y a un debate razonado de la industria, sus usuarios 
y, por qué no decirlo, de aquellos viejos principios sobre los cuales se ha 

cimentado el mercado global. Estemos confiados en que la diplomacia 
norteamericana sabrá honrar este proceder. 
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l Presidente de Estados Unidos, Donald Trump, ha realizado 

varias declaraciones y adoptado acciones que constatan la nue- 
va forma de relacionarse de su país con América Latina. En 

una conferencia de prensa, afirmó que su país “no necesita 

a Latinoamérica, sino que ellos nos necesitan a nosotros”, sub- 
rayando una visión de autosuficiencia en la relación bilateral. 

El incidente entre los presidentes Trump y Petro confirma la tesis de 
un giro profundo de la política exterior de EE.UU. Lo que parece estar 
empujando el gobierno de Trump es un ejercicio del poder sin tapu- 
jos, incluso respecto de países alineados con él. 

En el ámbito migratorio, Trump espera expulsar a miles de ilegales 

y para ello necesita que los detenidos sean recibidos en sus países de 
origen o en el de sus padres. Incluso, días atrás logró que Venezuela acep- 
te recibir a todos los migrantes venezolanos ilegales capturados en 
EE.UU. Este desplazamiento humano, de personas retornando a socie- 

dades que ya no son las suyas, generará una creciente inestabilidad po- 
lítica, inseguridad jurídica y un incremento de la delincuencia trans- 
nacional. La pregunta para el gobierno chileno es cuántos de ellos pro- 
curarán luego llegar a nuestro país y qué medidas preventivas debemos 
tomar. 

En el ámbito comercial, Trump impuso aranceles del 25% a las im- 
portaciones de México y Canadá, medidas que buscan que dichos Es- 
tados combatan la entrada de fentanilo y la inmigración ilegal. Tam- 
bién advirtió de posibles aranceles al cobre para favorecer su propia in- 

dustria, en lo que evoca una postura más agresiva y transaccional de 
su administración hacia América Latina, buscando renegociar térmi- 
nos en áreas clave. 

Algunos congresistas estadounidenses han solicitado revisar la par- 

ticipación de Chile en el Programa de Visa Waiver debido al aumento 
de delitos cometidos por chilenos en EE.UU. Señalan deficiencias en 
el intercambio de información criminal. Es claro que la situación re- 
quiere más atención y proactividad en varios otros anillos que confi- 

guran la seguridad en Chile para evitar eventuales restricciones. 
En efecto, la agenda “regional” del secretario de Estado, Marco Ru- 

bio, también está enfocada a temas de seguridad, en los que, si bien Chi- 
le no aparece entre los países con nota roja, de nuestro país se espera 
más claridad y convicción, en especial, más y mejor cooperación po- 
licial con aliados de EE.UU. (Argentina), menos ingenuidad con algu- 
nos (Venezuela), y más firmeza y menos titubeos con otros (Bolivia). 

En el contexto del nuevo mandato de Trump y a un año del cambio 

de gobierno en Chile, sería prudente que la Cancillería se esmere en 
anticiparse a posibles escenarios de conflictividad, convocando a ex- 
pertos para evitar o amortiguar decisiones que pueden afectar a nues- 
tro país, al tiempo quese encaminen decisiones quelo beneficien, mi- 

nimizando trastornos y generando estabilidad en las relaciones bila- 
terales con EE.UU. 
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s de lamentar que, nuevamente, el 
tema de los nombramientos judiciales 

cope los titulares de la prensa por otra 
filtración y no porque se haya aproba- 
do un sistema de designaciones que 

evite los graves problemas existentes. 

La publicación de chats referida a una conver- 
sación entre el abogado Luis Hermosilla y la mi- 
nistra de la Corte de Apelaciones de Santiago Ve- 
rónica Sabaj, puso en el centro del debate una su- 
puesta intervención en su designación, así como 
un sorprendente intercambio de información en 
diversos juicios. El conocimiento de estas conduc- 

tas ha recibido -con razón- reprobación uná- 

nime, y se deberá investigar y sancionar si se 
acreditan judicialmente los hechos. Pero debe- 
mos distinguir y precisar algunos aspectos. 

En lo que concierne al caso aludido, siendo 

entonces ministro de Justicia y habiendo par- 
ticipado en su elección porel Presidente Sebas- 
tián Piñera de la terna propuesta, quiero seña- 
lar en forma enfática que dicha opción (acer- 

tada o equivocada) fue el resultado de un 
análisis serio sustentado en el mérito de los pos- 
tulantes, sin injerencia externa. Por eso, due- 

le que una mención en redes sociales, sin más, 

sirva para condenarla. La verdad, debo recono- 
cerlo, la causa no está en la eventual ligereza de 
quienes así opinan, sino en la raíz de un siste- 
ma discrecional, opaco y sin fundamentos, que 

abre espacio a la sospecha por esa sola cir- 
cunstancia y también por la existencia de situa- 
ciones donde se han producido intromisiones 
indebidas. 

Por eso es que recién iniciado el gobierno del 
Presidente Piñera (11), en 2018, luego de anali- 
zar esta materia, el Mandatario me encomen- 

dó preparar una iniciativa de nombramientos 

que fuera objetiva, transparente, meritocrática 
y fundada. Se presentó en abril de 2021 (poster- 
gado por la pandemia), sin que el Congreso la 
tramitara a pesar de tener siempre “urgencia”. 

Luego, como miembro de la Comisión Exper- 

ta en el 2 proceso constitucional, junto a otros 

comisionados desarrollamos un diseño de go- 
bierno judicial que incorporaba un sistema de 
nominaciones a través de un órgano autónomo, 
que fue aprobado en forma transversal. El re- 

chazo al texto emanado de esta instancia can- 
celó la idea. 

La discusión ha seguido por canales acadé- 
micos (desde nuestro Programa de Reformas 

ala Justicia UC impulsamos un proyecto en lí- 
nea con el de los expertos), y ante la presión 
originada por el “caso audios”, el gobierno 
propuso un texto legal que reforma el meca- 
nismo. Este recoge los trabajos anteriores y 
promueve órganos autónomos para realizar las 
tareas no jurisdiccionales, creando uno para 
los nombramientos. Está bien encaminado, 

salvo en un aspecto medular: si bien termina 
con la elaboración de ternas por las cortes, eli- 
minando una fuente de interferencia, man- 
tiene la decisión final en el Presidente de la Re- 

pública, lo que significa preservar la discre- 
cionalidad que se cuestiona (p. ej. en el caso 
“Sabaj”). Eso se debe cambiar sí o sí, para que 
ese organismo resuelva de un modo autóno- 

mo, sin participación de tribunales ni auto- 
ridades políticas. Si se quiere avanzar hacia un 
sistema que dé confianza pública y fortalez- 
ca la independencia judicial, esta condición 

es sine qua non. 
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